PROYECTO DE LEY


El Senado y la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de 

LEY

ARTICULO 1° : Modifícanse los artículos 6º , 23º , 36º , 47º , 48º, 56º "bis", 77º, 78º, 79º, 80º, 81º, 82º , 83º , 85º , 88º , 97º, 146 , 168º, 198 , 231º "bis", 235º , 247º , 271º , 284º "quinquies" , 354º, 357º , 368º , 378º , 401º , 423º, 453º y 481º de la ley 11.922 , los que quedarán redactados de la siguiente forma : 

“Artículo 6º.  Acción pública. La acción penal pública será ejercida por el Ministerio Público Fiscal , en concordancia con el derecho reconocido por este código al querellante particular. Su ejercicio no podrá suspenderse, interrumpirse, ni hacerse cesar, excepto en los casos expresamente previstos por la ley.”

"Artículo 23. Juez de Garantía. El juez de Garantías conocerá:

1. En las cuestiones derivadas de las presentaciones de las partes civiles, querellante particular y víctima.

2. En imponer o hacer cesar las medidas de coerción personal o real, exceptuando la citación.

3. En la realización de los actos o procedimientos que tuvieren por finalidad el adelanto extraordinario de prueba.

4. En las peticiones de nulidad.

5. En la oposición de elevación a juicio, solicitud de cambio de calificación legal, siempre que estuviere en juego la libertad del imputado, o excepciones, que se plantearen en la oportunidad prevista en el artículo 336.

6. En el acto de la declaración del imputado ante el fiscal, cuando aquél así lo solicitare, controlando su legalidad y regularidad.

7. En el control del cumplimiento de los plazos de la Investigación Penal Preparatoria con arreglo a lo prescripto en el artículo 283.

8. En los casos previstos por el artículo 284 quinquies.

9. En todo otro supuesto previsto en este Código."

"Artículo 36. Promoción. El Ministerio Público Fiscal, el querellante particular y las otras partes podrán promover cuestión de competencia por inhibitoria, ante el órgano que consideren competente o por declinatoria, ante quien estimaren incompetente.

Quien optare por uno de estos medios no podrá abandonarlo y recurrir al otro, ni emplearlos simultánea o sucesivamente.

Al plantear la cuestión, quien la promueva deberá manifestar, bajo sanción de inadmisibilidad, que no ha empleado el otro medio y si resultare lo contrario será condenado en costas, aunque la cuestión sea resuelta a su favor o abandonada.

Si se hubieran empleado los dos medios y llegado a decisiones contradictorias, prevalecerá la que se hubiese dictado primero".

"Artículo 47. Motivos de excusación. El juez deberá excusarse cuando exista alguno de los siguientes motivos:

1. Si en el mismo proceso hubiere pronunciado o concurrido a pronunciar sentencia sobre puntos a decidir, si hubiere intervenido como funcionario del Ministerio Público, defensor, mandatario, denunciante, querellante particular o querellante; si hubiera actuado como perito o conocido el hecho investigado como testigo.

2. Si como juez hubiere intervenido o interviniere en la causa algún pariente suyo dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.

3. Si fuere pariente, en los grados preindicados, de algún interesado, su defensor o mandatario.

4. Si él o alguno de dichos parientes tuvieren interés en el proceso.

5. Si fuere o hubiere sido tutor o curador o hubiere estado bajo tutela o curatela de alguno de los interesados.

6. Si él o sus parientes, dentro de los grados preindicados, tuvieren juicio pendiente iniciado con anterioridad, o sociedad o comunidad con alguno de los interesados, salvo la sociedad anónima.

7. Si él, su cónyuge, padres o hijos u otras personas que vivan a su cargo, fueren acreedores, deudores o fiadores de alguno de los interesados, salvo que se tratare de bancos oficiales o constituidos por sociedades anónimas.

8. Si antes de comenzar el proceso hubiese sido acusador o denunciante de alguno de los interesados o denunciado acusado o demandado por ellos, salvo que circunstancias posteriores demostraren armonía entre ambos.

9. Si antes de comenzar el proceso, alguno de los interesados le hubiere promovido juicio de destitución, y la acusación fuere admitida.

10. Si hubiere dado consejos o manifestado extrajudicialmente su opinión sobre el proceso.

11. Si tuviere amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los interesados.

12. Si él, su cónyuge, padres o hijos u otras personas que vivan a su cargo hubieren recibido o recibieren beneficios de importancia de alguno de los interesados; o si después de iniciado el proceso, reciban presentes o dádivas, aunque sean de poco valor.

13. Si mediaren circunstancias que, por su gravedad, afecten su independencia e imparcialidad."

"Artículo 48.  Interesados. A los fines del artículo anterior se considerarán interesados el imputado, la víctima, el querellante particular, el actor civil, el citado en garantía y el civilmente demandado, aunque no hubiese constitución en parte."

"Artículo 56 bis. Criterios especiales de archivo. El Ministerio Público Fiscal podrá archivar las actuaciones respecto de uno o varios de los hechos imputados, o de uno o más de los partícipes, en los siguientes supuestos:

1. Cuando la afectación del bien jurídico o el aporte del imputado en el hecho fuera insignificante y siempre que la pena máxima del delito imputado no supere los seis años de prisión.

2. Cuando, el daño sufrido por el imputado a consecuencia del hecho torne desproporcionada, superflua o inapropiada la aplicación de una pena, excepto que mediaren razones de seguridad o interés público.

3. Cuando la pena en expectativa carezca de relevancia en consideración a las de los otros delitos imputados.

Para aplicar estos criterios a un imputado, se considerará especialmente la composición con la víctima. El imputado deberá acreditar haber reparado el daño ocasionado o expresar la posibilidad de hacerlo. A tales fines, se convocará a una audiencia en la que aquel deberá ser asistido por su defensor.

El archivo deberá ser motivado y podrá estar sujeto a condiciones. El querellante particular o la víctima serán notificados y podrán impugnar el archivo conforme al artículo 83, inciso 8.

Sin perjuicio de lo anterior podrá también el fiscal general proceder de oficio a la revisión de la razonabilidad y legalidad del archivo, para lo cual resultará obligatoria su comunicación".

"CAPÍTULO VI. El querellante particular."

"Artículo 77. Constitución. Toda persona particularmente ofendida por un delito de los que dan lugar a la acción pública, y sus herederos forzosos, sus representantes legales o mandatarios, tendrán derecho a constituirse en calidad de querellantes particulares.

Su pretensión deberá ser formulada por escrito, personalmente con patrocinio letrado o mediante apoderado con mandato especial, o "apud acta" debiéndose constituir domicilio procesal. El pedido será resuelto por auto fundado y en caso de ser rechazado el pedido de constitución, será impugnable por recurso de apelación ante la Cámara de Garantías.

Si el querellante particular pretendiera a la vez intervenir como actor civil, podrá hacerlo en un único acto, observando los requisitos exigidos para adquirir ambas calidades".

"Artículo 78. Oportunidad. Para constituirse como querellante particular bastará su presentación espontánea, sin que con ella pueda retrogradarse la tramitación de la causa.

La constitución en calidad de particular damnificado sólo podrá tener lugar hasta la oportunidad prevista en el artículo 336. Pasada ésta, la solicitud será rechazada sin más trámite y no será impugnable".

"Artículo 79. Derechos y facultades. Quien haya sido admitido en calidad de querellante particular, durante el transcurso del proceso tendrá los siguientes derechos y facultades:

1. Solicitar las diligencias útiles para comprobar el delito y descubrir a los culpables. Sin perjuicio de ello, podrá reiterar su solicitud en la oportunidad determinada en el artículo 338.

2. Pedir medidas cautelares para asegurar el pago de la indemnización civil y las costas. Dichas medidas serán procedentes cuando se reúnan los requisitos del artículo 146 incisos 1, 2 y 3; y solo desde el momento en que el imputado haya sido citado para prestar declaración en los términos del artículo 308º. El juez de Garantías determinará la naturaleza y cuantía de la medida y fijará la adecuada contra-cautela. La resolución deberá ser fundada y será impugnable por recurso de apelación a pedido del particular damnificado o el imputado ante la cámara de Apelación y Garantías en el plazo establecido en el artículo 441.

3. Asistir a las declaraciones de los testigos y del imputado durante la Investigación Penal Preparatoria, con facultad para formular preguntas y pedir aclaraciones.

4. Intervenir en la etapa del juicio. 

5. Recusar en los casos permitidos al imputado.

6. Activar el procedimiento y pedir el pronto despacho de la causa.

7. Tomar vistas, asistir a diligenciamientos, recibir informes y recurrir en los casos, por los medios y en la forma prevista para los representantes del Ministerio Público Fiscal".

"Artículo 80. Deber de declarar. La constitución de una persona como querellante particular no la exime del deber de declarar como testigo en el proceso".

"Artículo 81. Etapa de ejecución. El querellante particular no podrá intervenir en la etapa de ejecución prevista en el Libro V de este Código."

"Artículo 82. Notificaciones. Al querellante particular se le deberán notificar todas las resoluciones que se dicten el marco de la investigación penal preparatoria.

Sin perjuicio de ello, será facultad del órgano interviniente notificarle otras o conferirle motivadamente vistas o traslados, cuando la situación del proceso así lo aconseje".

"Artículo 83. Derechos y facultades. Sin perjuicio de otros derechos reconocidos por esta ley, se garantizará a quienes aparezcan como víctimas los siguientes derechos y facultades:

1. A recibir un trato digno y respetuoso.

2. A la documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho de la investigación.

3. A obtener información sobre la marcha del procedimiento y el resultado de la investigación, debiendo anoticiársele la fecha, hora y lugar del juicio, así como la sentencia final cuando no concurriera a la audiencia del debate.

4. A que se hagan mínimas las molestias que deban irrogársele con motivo del procedimiento.

5. A la salvaguarda de su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código.

6. A la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan en su interés, preservándolos de intimidaciones o represalias, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada.

7. A requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código.

8. A procurar la revisión, ante el fiscal de Cámara Departamental, de la desestimación de la denuncia o el archivo.

9. A reclamar por demora o ineficiencia en la investigación ante el superior inmediato del agente fiscal interviniente.

En los procesos por lesiones dolosas, cuando la convivencia entre víctima y victimario haga presumir la reiteración de hechos del mismo carácter, el juez de Garantías podrá disponer como medida cautelar, la exclusión o la prohibición del ingreso al hogar. Una vez cesadas las razones que motivaran fundadamente la adopción de la medida, se podrá requerir su inmediato levantamiento".

"Artículo 85. Asistencia genérica y técnica. Desde los primeros momentos de su intervención, la Policía y el Ministerio Público Fiscal, suministrarán a quien alegue verosímilmente su calidad de víctima, la información que posibilite su derecho a ser asistida como tal por el Centro de Asistencia a la Víctima, aún sin asumir el carácter de querellante particular o actor civil.

Para el ejercicio de los derechos que se le acuerdan a quien alega su condición de víctima, no será obligatorio el patrocinio letrado.

Si no contara con medios suficientes para contratar un abogado a fin de constituirse en querellante particular, el Centro de Asistencia a la Víctima se lo proveerá gratuitamente, a fin de que acceda legítimamente al procedimiento judicial".

"Artículo 88. Comunicación. Todos los derechos y facultades reconocidos en este capítulo, serán comunicados por el órgano interviniente a la víctima, desde el momento mismo del inicio de la investigación y en la primera diligencia procesal que con ella se efectúe.

En tal oportunidad se le hará entrega de una copia de los artículos 83 a 88 de este Código.

Asimismo se le comunicarán las facultades y derechos que puede ejercer contra los responsables civiles del hecho, contra el asegurador del imputado si lo hubiere y la facultad que tiene de constituirse en actor civil o querellante particular".

"Artículo 97. Abandono. En ningún caso el defensor del imputado podrá abandonar la defensa. Si así lo hiciere, se proveerá a su inmediato reemplazo por el defensor oficial. Hasta entonces está obligado a continuar en el desempeño del cargo y no podrá ser nombrado de nuevo en la misma causa.

Cuando el abandono ocurriere hasta tres (3) días antes o durante el debate, el nuevo defensor podrá solicitar una prórroga máxima de tres (3) días para la fijación o continuación de la audiencia. El debate no podrá volverse a suspender por la misma causa, aún cuando se conceda la intervención de otro defensor particular, lo que no excluirá la del oficial.

El abandono de los mandatarios o patrocinantes de las partes civiles o del querellante particular no suspenderá el curso del proceso".

"Artículo 146. Condiciones. El órgano judicial podrá ordenar a pedido de las partes medidas de coerción personal o real cuando se den las siguientes condiciones:

1. Apariencia de responsabilidad del titular del derecho a afectar.

2. Verificación de peligro cierto de frustración de los fines del proceso, si no se adopta la medida.

3. Proporcionalidad entre la medida y el objeto de tutela.

4. Exigencia de contracautela en los casos de medidas solicitadas por el querellante particular o el actor civil".

"Artículo 168. Internación provisional. El juez de Garantías, a pedido de parte, podrá ordenar la internación del imputado en un establecimiento asistencial, cuando a los requisitos para la prisión preventiva se agregare la comprobación por dictamen de peritos oficiales de que el mismo sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales, que lo tornan peligroso para sí o para los demás.

Regirán análogamente los artículos que regulan el trámite de la prisión preventiva. Cuando no concurriendo los presupuestos para imponer la prisión preventiva se reunieren las demás circunstancias a que se alude precedentemente, el juez informará al tribunal competente para resolver sobre su incapacidad e internación y pondrá a su disposición a quien estuviera detenido, de conformidad a lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial en la materia.

Audiencia Preliminar. Antes de resolver el dictado de la prisión preventiva, su morigeración, la imposición de alternativas a ésta, la internación provisional del imputado, o la caducidad o cese de cualquiera de ellas, a pedido de parte interesada o por propia decisión, el juez de Garantías fijará audiencia, debiendo notificarse la misma con cuarenta y ocho horas de anticipación.

La audiencia será oral y pública y en la misma serán oídos el fiscal, el querellante particular si lo hubiere, la defensa, y el imputado si se hallare presente, en ese orden, durante un tiempo máximo de quince minutos. Las intervenciones deberán dirigirse a fundamentar la procedencia o improcedencia de la medida a dictarse.

Transcurridos ocho (8) meses de la realización de la audiencia sin que se hubiere celebrado el debate, el imputado o su defensor podrán solicitar ante el órgano a cuya disposición se encuentre, la celebración de una nueva audiencia a los mismos fines que la anterior.

Cuando este órgano fuere colegiado, la audiencia podrá ser atendida y la resolución dictada, por uno de sus integrantes.

Podrá reiterarse la solicitud, a los mismos fines y efectos, cada ocho (8) meses".

"Artículo 198. Embargo a petición de parte. El actor civil y el querellante particular podrán pedir ampliación del embargo dispuesto de oficio, prestando la caución que se determine".

"Artículo 231 bis. En las causas por infracción al artículo 181 del Código Penal, en cualquier estado del proceso y aún antes de la convocatoria a prestar declaración en los términos del artículo 308 de este Código, el agente fiscal podrá solicitar al órgano jurisdiccional interviniente que reintegre el inmueble al damnificado.

Idéntica petición podrá ser presentada por la víctima o el querellante particular directamente ante dicho órgano.

La solicitud deberá ser resuelta en el menor plazo posible y se podrá disponer provisionalmente la inmediata restitución de la posesión o tenencia del inmueble, cuando el derecho invocado por el peticionante fuera verosímil. El reintegro podrá estar sujeto a que se dé caución si se lo considera necesario.

Las solicitudes y diligencias sobre restitución de inmuebles usurpados tramitarán mediante incidente por separado".

"Artículo 235. Facultad de abstención. Podrán abstenerse de testificar en contra del imputado, si el órgano competente lo admitiere, sus parientes colaterales hasta el tercer grado de consanguinidad, sus tutores, curadores y pupilos, a menos que el testigo fuere denunciante, querellante particular o actor civil, o que el delito aparezca ejecutado en su perjuicio o contra un pariente suyo de grado igual o más próximo al que lo liga con el imputado.

Antes de iniciarse la declaración y bajo sanción de nulidad, se advertirá a dichas personas que gozan de esa facultad, de lo que se dejará constancia".

"Artículo 247. Nombramiento y notificación. Facultad de proponer. El agente fiscal designará de oficio a un perito, salvo que considere indispensable que sean más. Lo hará entre los que tengan el carácter de peritos oficiales; si no lo hubiere, entre los funcionarios públicos que, en razón de su título profesional o de su competencia, se encuentren habilitados para emitir dictamen acerca del hecho o circunstancias que se quiere establecer. Notificará esta resolución al imputado, a los defensores y al querellante particular, antes que se inicien las operaciones periciales, bajo sanción de nulidad, a menos que haya suma urgencia o que la indagación sea extremadamente simple.

En los casos de urgencia, bajo la misma sanción, se les notificará que se realizó la pericia, que pueden hacer examinar sus resultados por otro perito y pedir, si fuera posible, su reproducción.

En el término de tres (3) días a contar de las respectivas notificaciones previstas en este artículo, cada parte podrá proponer, a su costa, otro perito legalmente habilitado. No regirán para estos últimos los artículos 245, segundo párrafo y 246".

"Artículo 271. Reserva de la información. La información que obrara en poder del Registro Único de Antecedentes Penales (R.U.A.P.) será reservada y sólo podrá ser conocida y utilizada por el Ministerio Público Fiscal, el querellante particular, la Policía, el imputado, la defensa y los jueces".

"Artículo 284 quinquies. En el mismo término establecido en el artículo anterior, el fiscal, el querellante particular, el imputado y su defensor, podrán solicitar al juez de garantías, según correspondiere, la suspensión del juicio a prueba, el sometimiento a juicio abreviado, o el juicio directísimo, siendo de aplicación, en lo pertinente, las disposiciones de los artículos 404 y 395, 396, 400, 401, 402, 403, 403 bis, respectivamente.

En estos casos y mediando conformidad de las partes, el juez de garantías será competente para dictar pronunciamiento con ajuste a lo establecido por los artículos 404, segundo párrafo, y 399.

Ninguno de estos supuestos será viable en esta etapa, de no haberse obtenido el resultado de las pericias pendientes, la completa certificación de los antecedentes del imputado, y su examen mental obligatorio en los casos de la segunda parte del artículo 64 de este código".

"Artículo 354. Apertura. El día y hora fijados se constituirá el tribunal en la Sala de Audiencias o en el sitio donde se haya dispuesto la celebración del juicio, y comprobará la presencia de las partes que deban intervenir.

Abierto el debate, y previo interrogatorio de identificación del imputado, el presidente, luego de alertar al mismo que debe estar atento y escuchar, concederá la palabra sucesivamente al fiscal, y al defensor para que establezcan las líneas de la acusación y de la defensa sucesivamente. De igual manera se procederá si interviniese el querellante particular, las partes civiles, y el asegurador.

En esta oportunidad serán únicamente planteadas y resueltas las nulidades a que se refiere el inciso 2 del artículo 205". 

"Artículo 357. Desarrollo del debate. Resueltas las cuestiones incidentales y sintetizados los argumentos de la acusación y defensa en los términos del artículo 354, se producirá la prueba analizándose en primer lugar la propuesta por la acusación y actores civiles y el querellante particular, en el caso de que los hubiera.

Terminada la recepción de la prueba de la acusación, se procederá a recibir la prueba de la defensa, de los responsables civiles y de la citada en garantía, en su caso".

"Artículo 368.  Discusión final. Terminada la recepción de la prueba, el presidente concederá sucesivamente la palabra al actor civil, al Ministerio Público Fiscal, al querellante particular, al civilmente demandado, al asegurador -si lo hubiere- y a los defensores del imputado, para que en ese orden aleguen y formulen sus acusaciones, pretensiones y defensas. No podrán leerse memoriales. El actor civil limitará su alegato a los puntos concernientes a la responsabilidad civil.

Si intervinieren más de un fiscal o defensor, todos podrán hablar pero dividiéndose sus tareas.

Igual disposición regirá para las restantes partes.

Sólo el Ministerio Público Fiscal, el querellante particular y el defensor del imputado podrán replicar, correspondiendo la segunda o la última palabra. La réplica deberá limitarse a la refutación de los argumentos adversos que antes no hubieren sido discutidos.

El presidente podrá fijar prudencialmente un término a las exposiciones, teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos, los puntos debatidos, y las pruebas recibidas.

En último término, el presidente preguntará al imputado, bajo sanción de nulidad, si tiene algo que manifestar, y cerrará el debate.

Luego convocará a las partes a audiencia para la lectura del veredicto y en su caso de la sentencia. Si en cualquier estado del debate el Ministerio Público Fiscal desistiese de la acusación, el juez o tribunal, absolverá al acusado".

"Artículo 378.  Omisión y prueba. Si el imputado confesara circunstanciada y llanamente, podrá omitirse la recepción de la prueba, siempre que estuvieren de acuerdo al juez, el fiscal, el querellante particular y el defensor".

”Artículo 401. Contra la sentencia que recaiga en el juicio abreviado, procederá el recurso de casación interpuesto por el Ministerio Público Fiscal, el imputado, su defensor y el querellante particular".

"Artículo 423. Recursos del querellante particular. El querellante particular podrá recurrir en los supuestos y por los medios establecidos por este Código para el Ministerio Público Fiscal".

"Artículo 453.  El querellante particular podrá recurrir en los mismos casos previstos por el artículo 452 para el Ministerio Público Fiscal".

"Artículo 481.  Cuando el Ministerio Público Fiscal recurra en favor del imputado, lo hará en las mismas condiciones que la defensa.

El actor civil, el civilmente demandado, el citado en garantía y el querellante particular, podrán recurrir con los requisitos previstos en este Código.

El impugnante no puede recurrir de los puntos que le hayan sido resueltos favorablemente, o en el caso de que la cuestión a que se refiere el recurso, aun en el supuesto de ser fallada favorablemente para el que la deduce, no modificaría la solución que se le haya dado por el inferior. La sentencia de la Corte no puede perjudicar a los que intervienen en el juicio sin ser recurrentes o recurridos".

ARTICULO 2º: Deróguese el artículo 402º.-

ARTICULO 3º: Comuníquese.-

FUNDAMENTOS

                 La presente iniciativa legislativa, tiene por finalidad la modificación del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires (ley 11.922) para ampliar la legitimación del querellante particular en el pleno ejercicio de sus derechos procesales, que le corresponden en tanto víctima.-




El código de forma bonaerense tiene vedada la participación en el ejercicio de la acción penal, siguiendo en esto un posicionamiento doctrinario clásico y pacíficamente reconocido hasta las últimas décadas del siglo pasado. El monopolio de la acción pública queda exclusivamente en manos del Ministerio Público Fiscal (art. 6º de ley 11.922).-

                 Pero además y por otra parte, el acceso, control y participación en el procedimiento penal para estas personas, que reúnen a su vez la condición de víctimas, se ve notoriamente limitada en la figura del particular damnificado (art. 77º de la ley 11.922). El particular damnificado , a quien solo se lo admite en el proceso para perseguir las cuestiones patrimoniales derivadas del ilícito , tiene importantes limitaciones procesales en sus atribuciones , las que se verían sustancialmente mejoradas en el proyecto que se presenta.-




Entre los múltiples y fundados cuestionamientos que desde el lugar del ciudadano, del justiciable y desde el lugar de la víctima y sus familiares, se levanta claramente la crítica sobre los impedimentos que "sufren" en la intervención dentro de las causas penales.-

                         La asunción correctiva por parte del estado de este reclamo de tutela judicial "efectiva" en el orden interno, acompaña un proceso de legitimación de las víctimas que en el plano internacional y regional, ya ha sido asumido.-




La Convención Americana sobre Derechos Humanos , incorporada a nuestra Constitución Nacional (art. 75º inc.22) , expresa en su artículo 25º "1. Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales."



La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, ha explicitado que la "protección judicial" se manifiesta en el derecho que tiene toda persona a un "recurso" sencillo y rápido ante los jueces o tribunales competentes, que deben sustanciarse de acuerdo a las normas del debido proceso (artículo 8.1, CADH), y que no se agota en el libre acceso a ese recurso, ni a su desarrollo, sino que requiere que el órgano interviniente produzca una resolución razonable sobre los méritos del reclamo, en la que establezca la procedencia o improcedencia de la protección jurídica que le da origen. Es el derecho a acceder a los tribunales sin discriminación, iniciar un proceso y seguirlo, obtener sentencia, derecho a recurrir y a que la sentencia se cumpla.-




Ese derecho le corresponde a la víctima. Las limitaciones que se ajustaron a otras concepciones históricas del acceso a la administración de justicia, deben ser confrontadas con la realidad y dar soluciones normativas adecuadas para remover los obstáculos que se le plantean a su ejercicio.-




Nuestro más alto Tribunal nacional ha tenido la oportunidad de expedirse en relación al tema central que persigue este proyecto legislativo. Así ha señalado la Corte Suprema de Justicia de la Nación, al admitir que el pedido de condena realizado por el querellante de un delito de acción pública es idóneo para habilitar al tribunal de juicio para que se dicte una sentencia condenatoria, aunque el fiscal hubiere pedido la absolución, fundando esta decisión en el derecho a la jurisdicción consagrado implícitamente en el artículo 18 de la Constitución Nacional, en los autos "Santillán, Francisco A".




Bien había señalado la doctrina, que "el alto tribunal parecía haber interpretado , aunque implícitamente, que el derecho del afectado está incorporado de algún modo en el bien jurídicamente protegido por la norma penal, razón por la que reconoce (no tan implícitamente) que es también un derecho del ofendido "de carne y hueso" obtener la aplicación de la pena prevista en la ley para el caso de vulneración d aquel bien jurídico abstracto , derecho que se le reconoce sólo a él por su condición de tal, es decir, por haber sido lesionado su interés o en su derecho concreto (y no a cualquier persona, lo que sería un caso  de "acción popular" en donde el ciudadano representa el interés general, no su propio derecho)" (conforme Cafferata Nores, José I. "¿Se terminó el "monopolio" del Ministerio Público Fiscal sobre la acción penal?").-




La jurisprudencia supranacional regional afirma que en consonancia a lo propuesto en ésta iniciativa, que "cuando la violación de derechos humanos sea el resultado de un hecho tipificado penalmente, la víctima tiene derecho a obtener del estado una investigación judicial que se realice "seriamente con los medios a su alcance... a fin de identificar a los responsables (y) de imponerles las sanciones pertinentes" (CIDH, caso "Velásquez Rodríguez").-




Lejos de buscar la privatización de la acción penal en manos del estado, la iniciativa aspira a legitimar a la víctima y permitirle participar de modo amplio en el proceso; razones de justicia, la sana crítica desde la ciudadanía hacia las instituciones y el lugar que debe ocupar la víctima al reclamar justicia, nos motivan a presentar el presente proyecto y solicitar del resto de los legisladores su acompañamiento.-

